
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 166, 168 Y 170 DE LA LEY GENERAL DE 

VÍCTIMAS, A CARGO DE LA DIPUTADA MARGARITA GARCÍA GARCÍA, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PT 

Con fundamento en lo establecido por los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como por los artículos 6, numeral 1, fracción 1, 77, numeral 1 y 78 del Reglamento de la 

honorable Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de la honorable Cámara de Diputados, la 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 166, 168 y 170 de la Ley General de 

Víctimas, a cargo de la diputada federal Margarita García García, del Grupo Parlamentario del Partido del 

Trabajo, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

En la Declaración Universal de los Derechos Humanos del 10 de diciembre de 1948 se menciona la igualdad y la 

protección contra todo tipo de discriminación, en 1966 con el Pacto Internacional de los derechos Civiles y 

Políticos aprobado por el Senado, se reconoce la existencia de minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, en donde 

no se les niega a las personas que pertenezcan a una minoría los derechos que les corresponde en donde puede 

profesar su propia religión y emplear su propio idioma. 

Para 1990 el senado aprueba el Convenio de la (Organización Internacional del Trabajo) OIT número 169 en 

donde se desprende un conjunto de derechos que tutelan la diversidad cultural y genera un marco jurídico para la 

protección y el desarrollo de su cultural, derechos territoriales, sistemas normativos y su condición de pueblos. 

Para 1992 las Naciones Unidas aprueban la Declaración de las Personas pertenecientes a Minorías Nacionales o 

Étnicas, Religiosas y Lingüísticas en donde los estados protegerán la existencia y la identidad nacional o étnica 

cultural, religiosa y lingüística de las minorías dentro de sus territorios, fomentando las condiciones para la 

promoción de esa identidad, también menciona que podrán profesar su religión, cultura e idioma sin injerencia 

de ningún tipo de discriminación, además de que los Estados deberán creara medidas para que estas minorías 

puedan expresar sus características, desarrollar su cultura, idioma, religión, tradiciones y costumbres excepto que 

alguna de sus prácticas violen la legislación nacional y sean contra normas internacionales. 

Para el 2001 la UNESCO aprueba la Declaración sobre Diversidad Cultural para construir patrimonio común de 

la humanidad, y que sea reconocida y consolidada en beneficio de las generaciones presentes y futuras. 

En el caso de México, estos derechos se encuentran reconocidos en el artículo 4 Constitucional en donde se 

reconoce la composición pluricultural de nuestros pueblos indígenas, y la ley protegerá y promoverá el desarrollo 

de las lenguas, culturas, usos y costumbres, recursos, formas específicas de organización, acceso a la jurisdicción 

del Estado. 

Para 2001 en los Diálogos de la Paz en Chiapas en donde queda prohibida la discriminación y el reconocimiento 

de conservar sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas o parte de ellas. 

Actualmente tenemos la Ley del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas que tiene como objeto definir, 

normar, diseñar, establecer, ejecutar, orientar, coordinar, promover, dar seguimiento y evaluar políticas, 

programas. proyectos, estrategias y acciones públicas para garantizar el ejercicio y la implementación de los 

derechos de los pueblos indígenas y afromexicanos, así como su desarrollo integral, sostenible y el fortalecimiento 

de sus culturas e identidades, de conformidad con lo dispuesto en la Constitución. 

Considerandos 



 

 
 

A pesar de que se tiene el reconocimiento de los pueblos indígenas, en nuestro país las leyes juridiciales incluyen 

el Código Nacional de Procedimientos Penales, solo en el artículo 45 y 46 se incluye la solicitud de traductores o 

interpretes para personas que hablan algún dialecto y no el español, también es considerado este supuesto en el 

Código Federal de Procedimientos Civiles, sin embargo, en la ley General de Víctimas no es reconocido este 

derecho para pueblos indígenas. 

La Ley General de Victimas fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de enero de 2013, y la cual 

es reglamentaria de los artículos 1, 17, 20 y 23 de nuestra Constitución, además con el objeto especificado en su 

artículo 2, que a la letra dice: 

Artículo 2. ... 

I. Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a derechos humanos, en 

especial el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, justicia, reparación integral, debida diligencia 

y todos los demás derechos consagrados en ella, en la Constitución, en los Tratados Internacionales de derechos 

humanos de los que el Estado Mexicano es Parte y demás instrumentos de derechos humanos; 

II. Establecer y coordinar las acciones y medidas necesarias para promover, respetar, proteger, garantizar y 

permitir el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas; así como implementar los mecanismos para que 

todas las autoridades en el ámbito de sus respectivas competencias cumplan con sus obligaciones de prevenir, 

investigar, sancionar y lograr la reparación integral; 

III. Garantizar un efectivo ejercicio del derecho de las víctimas a la justicia en estricto cumplimiento de las 

reglas del debido proceso; 

IV. Establecer los deberes y obligaciones específicos a cargo de las autoridades y de todo aquel que intervenga 

en los procedimientos relacionados con las víctimas; 

V. Establecer las sanciones respecto al incumplimiento por acción o por omisión de cualquiera de sus 

disposiciones.” 

La Comisión de Derechos Humanos en el Análisis Situacional de los Derechos Humanos de los Pueblos y 

comunidades Indígenas, considera que uno de los mecanismos más eficaces contra la discriminación y la violencia 

es el jurídico, a pesar de que la Ley General de Victimas contempla el respeto a los Derechos Humanos, los cuales 

contemplan usos y costumbres de los pueblos indígenas no se incluye el derecho de un traductor de lenguas 

indígenas, lo que deja en estado de indefensión a las personas que no hablan el español, evitando que presenten 

denuncias por falta de un traductor. 

Se considera que en las mujeres indígenas son las más vulnerables en el delito de feminicidios, ya que aparte de 

ser pobres, de comunidad indígena, sin estudios, son monolingües, existen casos en donde la fiscalía no sigue el 

protocolo, la cual debería hacerse para poder determinar y descartar varias cuestiones, estas situaciones se dan en 

zonas de la montaña de Guerrero, Chiapas, Oaxaca. 

La Ley General de Victimas no contempla apoyo a los indígenas ya que no se contempla un traductor, además de 

que existen pocas fiscalías especializadas en atención a comunidades indígenas, por lo que con esta iniciativa se 

aminora la brecha de discriminación hacia nuestras comunidades indígenas. 

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa con 

proyecto de 



 

 
 

Decreto por el que se reforman los artículos 166, 168 y 170 de la Ley General de Víctimas 

Único. Se reforman los artículos 166, 168 y 170 de la Ley General de Víctimas. 

Ley General de Victimas 

Artículo 166. La asesoría jurídica estará integrada por asesores jurídicos de atención a víctimas, peritos, 

traductores lingüísticos y profesionistas técnicos de diversas disciplinas que se requieran para la defensa de los 

derechos de las víctimas. 

... 

Artículo 168. La víctima tendrá derecho a solicitar a la Comisión Ejecutiva o a las Comisiones de víctimas, según 

corresponda, que le proporcione un Asesor Jurídico en caso de que no quiera o no pueda contratar un abogado 

particular, el cual elegirá libremente desde el momento de su ingreso al Registro. En este caso, la Comisión 

Ejecutiva del Sistema Nacional de Víctimas deberá nombrarle uno a través de la Asesoría Jurídica Federal, así 

como un traductor lingüístico cuando la víctima pertenezca a una comunidad indígena. 

La víctima tendrá el derecho de que su abogado comparezca a todos los actos en los que ésta sea requerida, así 

como contar con un traductor de ser necesario. 

El servicio de la asesoría jurídica será gratuito, así como el de traductor lingüístico y se prestará a todas las 

víctimas que quieran o pueden contratar a un abogado particular y en especial a: 

I. a V. ... 

Artículo 170. Las entidades federativas contarán con asesores jurídicos de atención a víctimas adscritos a su 

respectiva Unidad de Asesoría Jurídica de Atención a Víctimas, los cuales tendrán las funciones enunciadas en el 

artículo anterior, en su ámbito de competencia. 

También contaran con traductores lingüísticos para víctimas de comunidades indígenas que así los 

requieran. 

Transitorio 

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Bibliografía 

- Ley General de Victimas. 

- Naciones Unidas Derechos Humanos, El Reconocimiento legal y vigencia de los Sistemas Normativos Indígenas 

en México (Munguía Impresores, Puebla) 

- Análisis Situacional de los Derechos Humanos de los Pueblos y Comunidades Indígenas (CNDH, 2019) 

 



 

 
 

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro a 18 de marzo de 2020. 

Diputada Margarita García García (rúbrica) 

 


